El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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 Ejecutivo  – Confirma decisión del a quo que negó el mandamiento de pago

Radicación Nro. :
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Demandante: 

 LIBARDO LONDOÑO LONDOÑO
Demandado: 



SADKA EDUARDO LEVY APPEL
Magistrado Sustanciador: 
 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas:


TÍTULO EJECUTIVO COMPLEJO / NO SE DEMOSTRÓ LA EXISTENCIA DE UNA OBLIGACIÓN CLARA Y EXPRESA. “[S]e comprometió el demandado a cancelar el pasivo de las sociedades Comestibles Integrales SA y Discentro SAS, en las que el actor obre como garante, fiador, avalista o codeudor solidario, en un término de tres meses. Sin embargo, no se plasmaron en ese convenio cuáles, de manera concreta, eran las obligaciones cuyo pago atendería el demandado. (…) Aunque parece necio decirlo, cuando se acude al proceso ejecutivo para obtener el pago de acreencias, es necesario que con la demanda se aporte el documento que reúna los requisitos del artículo 422 del Código General del Proceso para librar la ejecución, sin que la naturaleza de esos procesos permita su acreditación en otras etapas del mismo. En esas condiciones, era menester arrimar con el escrito por medio del cual se formuló la acción compulsoria todos los documentos necesarios para completar el título ejecutivo complejo, pero de acuerdo con los argumentos hasta aquí expuestos, de aquellos escritos que se arrimaron con la demanda no puede deducirse la existencia de obligaciones claras y expresas respecto de las sumas de dinero que se comprometió a cancelar el demandado en la “CONDICIÓN 1” del “Acuerdo enajenación de acciones”. La naturaleza del proceso ejecutivo excluye la posibilidad de considerar que el derecho cuya satisfacción se persigue tenga el carácter de litigioso y por ello, se insiste, con la demanda debe aportarse el título ejecutivo que autorice el mandamiento de pago, porque no se no se trata de discutir la existencia de un derecho incierto que dependa del resultado del juicio. Significa lo anterior que en esta clase de procesos ha de partirse de la base de la existencia de un título ejecutivo que en principio no se discute. No es entonces el juez de la ejecución el obligado a analizar otras pruebas en el curso del proceso para constituir el título ejecutivo y en ello se diferencian esa clase de procesos de los declarativos o de conocimiento, en los que la titularidad del derecho subjetivo puede probarse en el curso del proceso.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
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Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, marzo veintiuno (21) de dos mil diecisiete (2017)
Proceso 66001-31-03-004-2016-00364-01

Procede esta Sala Unitaria a decidir el recurso de apelación que interpuso el apoderado del señor Libardo Londoño Londoño, frente al auto proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 28 de noviembre de 2016, en el proceso ejecutivo que promovió el impugnante contra Sadka Eduardo Levy Appel.

A N T E C E D E N T E S  

1. Pretende el actor se libre mandamiento ejecutivo a su favor y en contra del demandado, para que a este, en cumplimiento de una obligación de hacer, contenida en la “CONDICIÓN 1” del  acuerdo de enajenación de acciones que suscribieron, se le ordene pagar las obligaciones que enlista, a favor de diferentes  bancos, entidades y personas naturales; algunas a cargo de la sociedad Comestibles Integrales SAS y otras de Discentro SAS, en las cuales el actor interviene como avalista o codeudor solidario, por distintos valores y que suman todas $8.185.152.006.

A título de perjuicios, derivados en la demora en la ejecución del hecho, reclama “una suma igual a la tasa máxima de interés moratorio legalmente establecida para la presente fecha. Teniendo como referente de liquidación la suma adeudada al 30 de julio del año 2015, citada en el numeral anterior ($8.185.152.006)” hasta cuando pague o acredite el pago de los valores adeudados, perjuicios que se estiman bajo la gravedad de juramento. 
También pide se condene en costas al demandado.

En un capítulo independiente de las pretensiones, hizo lo que denominó estimación razonada de la cuantía y juramento estimatorio, en la que dice, bajo juramento, que esa cuantía asciende a $8.500.000.000.

2. Los hechos que sirven de sustento a esas pretensiones, pueden resumirse así:

2.1 El 7 de mayo de 2015, los señores Sadka Eduardo Levy Appel y Libardo Londoño Londoño suscribieron un documento que denominaron acuerdo enajenación de acciones, por medio del cual comprometieron mutuas acciones tendientes a materializar el referido convenio, integrando este la participación que ambos poseían en las empresas Comestibles Integrales SAS, Discentro S.A.S y Jabones Integrales S.A.S.

2.2 Se pactó como obligación a cargo del señor Eduardo Levy Appel para con Libardo, en la CONDICIÓN UNO: “…reestructurar todo el pasivo o cancelar la totalidad que tengan contraídas las empresas del GRUPO LEVY con terceros, incluidos pero sin limitarse a ellos las entidades financieras en donde LIBARDO y/o LAS EMPRESAS GRUPO LONDOÑO obren como garantes, fiadores, avalistas o codeudores solidarios, a efectos de liberar a LIBARDO Y LAS EMPRESAS GRUPO LONDOÑO de estas obligaciones. Para este proceso se otorga 3 meses”
.  
2.3 En la cláusula cuarta del convenio se estableció como fecha máxima de cumplimiento de esas obligaciones el 30 de julio de 2015, pero el demandado las desatendió y le ocasionó un perjuicio considerable al demandante.

2.4 De acuerdo con la información suministrada por distintas entidades financieras, ante las cuales el señor Londoño Londoño obra como garante, fiador, avalista o codeudor solidario de las empresas Comestibles Integrales SA, Discentro SAS y Jabones Integrales SA, las obligaciones que debió satisfacer el demandado al 20 de junio de 2015, cada una de las cuales discrimina, ascienden a $8.185.152.006. 
2.5 El incumplimiento del ejecutado de sus compromisos configuran una obligación clara, expresa y exigible, pues constan en documento expreso reconocido por el deudor, además por cuanto así se dejó plasmado en la cláusula sexta.

3. Por auto del 9 de noviembre del año anterior
, la funcionaria de primera sede inadmitió la demanda para que el ejecutante: a) allegara los certificados de cada una de las obligaciones que se dice, adeudan las partes en los diferentes bancos y entidades financieras, b) indicara por qué no se incluyeron todas las sociedades en la demanda “ya que en dicho acuerdo se nombran a cinco y aquí solo a tres” y c) explicara el rol del señor David Levy Appel en la actuación. En la misma providencia concedió al demandante un término de cinco días para que hiciera las correcciones ordenadas.
4. Dentro del término concedido el apoderado del actor indicó que la empresa Auditorias y Asesorias SA identificó las obligaciones que comprenden la “CONDICION UNO”; ese documento fue el soporte aceptado por las partes, que responde a los compromisos que involucraban la cláusula cuarta del contrato de enajenación de acciones y que en tal forma se da cumplimiento al auto que inadmitió la demanda. Agregó que como prueba adicional anexa un escrito que le remitió el demandante, mediante el cual presenta aquel documento, “realizado “ por la señora Luisa Fernanda Bedoya Ríos, actual contadora de Comestibles Integrales y que puede verificar ese escrito la señora Eucaris Betancurth, quien era para la época de la negociación la gerente administrativa de Comestibles Integrales y Districentro.

Estima que esos documentos, el juramento estimatorio y la declaración de parte de su representado son suficientes como título ejecutivo, por tratarse de uno complejo, respecto de las obligaciones  “no indicadas” por la empresa de auditoria y contabilidad; que el demandante no tiene participación ni injerencia en las sociedades Discentro y Comestibles Integrales, situación que constituye una dificultad insalvable, pues enajenó su participación en dichas sociedades al demandado y este tiene la posibilidad de objetar los valores comprendidos e identificados por Auditorias y Asesorías SA. 
Aclaró que la no inclusión de otras empresas como demandadas, se debe a que el “Acuerdo de enajenación de acciones” solo involucra a las sociedades “Comestibles Integrales S.A.S”, “Discentro S.A.S” y “Jabones Integrales S.A.S” y que el señor David Levy Appel no tiene compromiso alguno en el acuerdo suscrito, salvo la de ser testigo de la negociación. Con ese memorial aportó los documentos que más adelante se relacionarán.

5. Mediante proveído del 28 de noviembre último
 se negó el mandamiento de pago, pues a juicio de la funcionaria de primer grado no se allegaron los documentos que fueran requeridos en la inadmisión y necesarios para el caso concreto, por lo complejo del título.
6. Inconforme con esa providencia, el demandante, por medio de su abogado, interpuso recurso de apelación. Lo fundamentó con  argumentos similares a los que expuso en el escrito por medio del cual pretendió corregir la demanda.

7. Es del caso entonces desatar ese medio de impugnación, a lo que se procede, previas las siguientes, 
C O N S I D E R A C I O N E S  

1. Corresponde a esta Sala determinar si con la demanda se aportó un título ejecutivo que reúna los requisitos exigidos por la ley, para librar la orden de pago como lo propone el demandante.
2. En razón a la naturaleza de este proceso, es menester comenzar por establecer la idoneidad de los documentos aportados como fundamento de la ejecución, aspecto del que se ocupó la funcionaria de primera instancia, que después de analizar la cuestión determinó que no reunía los propios de un título ejecutivo, razón por la cual denegó el mandamiento de pago solicitado, conclusión que causó inconformidad al demandante quien impugnó el fallo porque considera que los aportados con la demanda y su corrección son suficientes para ello.

El artículo 430 del Código General del Proceso indica que a la demanda con la que se inicia trámite de esta naturaleza debe acompañarse el documento que preste mérito ejecutivo para lo cual es necesario que cumpla las condiciones descritas en el artículo 422 de la misma obra, que en lo pertinente dice: “Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él…”
En relación con tales requisitos explica la Corte Constitucional
:

“De estas normas se deriva que los títulos ejecutivos deben gozar de dos tipos de condiciones: formales y sustanciales. 
Las primeras exigen que el documento o conjunto de documentos que dan cuenta de la existencia de la obligación “(i) sean auténticos y (ii) emanen del deudor o de su causante, de una sentencia de condena proferida por el juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las providencias que en procesos contencioso administrativos o de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, o de un acto administrativo en firme
.”

Desde esta perspectiva, el título ejecutivo puede ser singular, esto es, estar contenido o constituido en un solo documento, o complejo, cuando la obligación está contenida en varios documentos.
Las segundas, exigen que el título ejecutivo contenga una prestación en beneficio de una persona. Es decir, que establezca que el obligado debe observar a favor de su acreedor una conducta de hacer, de dar, o de no hacer, que debe ser clara, expresa y exigible. Es clara la obligación que no da lugar a equívocos, en otras palabras, en la que están identificados el deudor, el acreedor, la naturaleza de la obligación y los factores que la determinan. Es expresa cuando de la redacción misma del documento, aparece nítida y manifiesta la obligación. Es exigible si su cumplimiento no está sujeto a un plazo o a una condición, dicho de otro modo, si se trata de una obligación pura y simple ya declarada
…”
De acuerdo con esa jurisprudencia, en algunos eventos el título se torna complejo, como cuando lo componen varios documentos, evento en el cual es necesario integrarlos adecuadamente para que sobre ellos se pueda fundamentar la ejecución.  

Situación como esa es la que se presenta en el caso concreto, en el que aportó el demandante, como título ejecutivo, un documento rotulado como “Acuerdo enajenación de acciones”, suscrito por las partes, el 7 de mayo de 2015, en la Notaría Diecisiete de Medellín
. En la condición 1 de ese escrito el demandado se obligó para con el demandante a “…reestructurar todo el pasivo o cancelar la totalidad que tengan contraídas las empresas del GRUPO LEVY con terceros, incluidos pero sin limitarse a ellos las entidades financieras en donde LIBARDO y/o LAS EMPRESAS GRUPO LONDOÑO obren como garantes, fiadores, avalistas o codeudores solidarios, a efectos de liberar a LIBARDO Y LAS EMPRESAS GRUPO LONDOÑO de estas obligaciones…”
  

En ese escrito se plasmó entenderse que son empresas GRUPO LEVY: Comestibles Integrales SA y Discentro SAS, y empresas GRUPO LONDOÑO: Jabones, Suministros y S.I Tecnologías.

Puede entonces deducirse que se comprometió el demandado a cancelar el pasivo de las sociedades Comestibles Integrales SA y Discentro SAS, en las que el actor obre como garante, fiador, avalista o codeudor solidario, en un término de tres meses.

Sin embargo, no se plasmaron en ese convenio cuáles, de manera concreta, eran las obligaciones cuyo pago atendería el demandado. Estas se relacionaron en la demanda y su existencia pretende el actor se tenga por establecida con los siguientes documentos arrimados dentro del término concedido para corregir el libelo:

a. Relación contable de una serie de obligaciones, a favor de distintos acreedores, con fecha de corte 30 de julio de 2015, que suman $13.642.547.367 Y $200.000.000, elaborada en una hoja de papel con el membrete de “Auditorias Asesorías”
.
b. Copia de una certificación expedida por la señora Astrid Elena García, respecto de la obligación que tiene Discentro SAS con el Banco de Bogotá, por $532.000.000, avalada por el demandante, de acuerdo con información suministrada por esa entidad bancaria de manera telefónica y que se debe desde el 30 de julio de 2015, fecha en que debió cancelarse atendiendo el acuerdo de enajenación de acciones. Además, la misma señora da cuenta de la existencia de dos operaciones leasing con el Banco de Occidente, las que a corte del 30 de julio de 2015, “tienen un valor cada una de capital debido de $21.611.438”, en las que actúa el señor Libardo Londoño como codeudor solidario
. 

c. Un oficio que le dirige el actor a su apoderado, en el que expresa, le comparte la relación presentada por la Familia Levy como obligaciones financieras de Comestibles Integrales, al parecer refiriéndose al documento que se acaba de describir y le indica lo que debe solicitarse al juzgado de primera instancia
.

El primero de tales documentos, además de que carece de firma alguna que lo respalde, no específica de manera concreta quién es el deudor de las obligaciones que enlista, tampoco si el demandante se comprometió a cancelarlas como garante, fiador, avalista o codeudor solidario, y las obligaciones que en ese documento se relacionan, ni siquiera coinciden con aquellas a que se refieren los hechos y pretensiones de la demanda.

Ni ese documento, ni los demás aportados, provienen del deudor y por tanto, no constituyen plena prueba contra él; tampoco de las entidades beneficiarias de las acreencias que el citado señor se comprometió pagar. 
También considera el apoderado del actor que debe tenerse como título ejecutivo el juramento estimatorio que hizo en la demanda, pero tal figura está prevista por el legislador para procesos en los que se pretende obtener el reconocimiento de una indemnización, compensación o el pago de frutos o mejoras de acuerdo con el artículo 206 del Código General del Proceso, que no lo autoriza como forma de crear un documento de aquella naturaleza.

3. Aunque parece necio decirlo, cuando se acude al proceso ejecutivo para obtener el pago de acreencias, es necesario que con la demanda se aporte el documento que reúna los requisitos del artículo 422 del Código General del Proceso para librar la ejecución, sin que la naturaleza de esos procesos permita su acreditación en otras etapas del mismo.

En esas condiciones, era menester arrimar con el escrito por medio del cual se formuló la acción compulsoria todos los documentos necesarios para completar el título ejecutivo complejo, pero de acuerdo con los argumentos hasta aquí expuestos, de aquellos escritos que se arrimaron con la demanda no puede deducirse la existencia de obligaciones claras y expresas respecto de las sumas de dinero que se comprometió a cancelar el demandado en la “CONDICIÓN 1” del “Acuerdo enajenación de acciones”.

La naturaleza del proceso ejecutivo excluye la posibilidad de considerar que el derecho cuya satisfacción se persigue tenga el carácter de litigioso y por ello, se insiste, con la demanda debe aportarse el título ejecutivo que autorice el mandamiento de pago, porque no se no se trata de discutir la existencia de un derecho incierto que dependa del resultado del juicio. Significa lo anterior que en esta clase de procesos ha de partirse de la base de la existencia de un título ejecutivo que en principio no se discute.

No es entonces el juez de la ejecución el obligado a analizar otras pruebas en el curso del proceso para constituir el título ejecutivo y en ello se diferencian esa clase de procesos de los declarativos o de conocimiento, en los que la titularidad del derecho subjetivo puede probarse en el curso del proceso.

4. De acuerdo con lo expuesto, se confirmará la providencia  impugnada, sin que haya lugar a imponer condena en costas porque no aparecen causadas.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria Civil - Familia, 

R E S U E L V E  :

1º CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 28 de noviembre de 2016, en la demanda ejecutiva por obligación de hacer, que promovió el señor Libardo Londoño Londoño contra Sadka Eduardo Levy Appel.

2º Sin costas.

Notifíquese,

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS





LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 








JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA


S E C R E T A R I O
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